El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Tipo de proceso
: Acción de tutela
Demandante

: Javier Elías Arias Idárraga
Demandado 

: Banco Corpbanca Colombia S.A. y otro
Procedencia 

: Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira 
Radicación

: 66001-22-13-000-2018-01147-00
Mag. Sustanciador
: Jaime Alberto Saraza Naranjo
NOTA: LA DECISIÓN TOMADA EN ESTA PROVIDENCIA FUE REVOCADA POR LA SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, MEDIANTE SENTENCIA STC1469-2019, DE FECHA 13 DE FEBRERO DE 2019, MAGISTRADO PONENTE ARIEL SALAZAR RAMÍREZ, PROVIDENCIA QUE PUEDE SER CONSULTADA EN LA PÁGINA WEB DE DICHA CORPORACIÓN.
TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / CAUSALES GENERALES Y ESPECÍFICAS DE PROCEDIBILIDAD / ACCIÓN POPULAR / DEFECTO PROCEDIMENTAL / NOTIFICACIÓN POR ESTADO / OBLIGACIÓN DE IDENTIFICAR CON CLARIDAD LA CLASE DE PROCESO QUE SE NOTIFICA.
Se recuerda que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. (…)

… cuando dicha decisión fue notificada, en el cuadro correspondiente solo se indicó en la columna de “proceso” la denominación “SOLICITUD”.

De ahí se tiene que, siguiendo de cerca la orientación jurisprudencial sobre el debido proceso, puede decirse, de entrada, que se advierte la incursión en un defecto procedimental, en consideración a la desviación del procedimiento legalmente establecido, en lo que a la esencia de la notificación por estados se refiere.

Baste recordar que el artículo 295 del Código General del Proceso manda: (…) La inserción en el estado se hará al día siguiente a la fecha de la providencia, y en él deberá constar: La determinación de cada proceso por su clase.
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Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira , a la que fueron vinculados el Banco Corpbanca Colombia S.A.  y la Defensoría del Pueblo regional Risaralda. 

ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, quien actúa en su propio nombre, presentó esta acción de tutela contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, por la vulneración de su derecho fundamental al debido proceso, dentro del trámite de la acción popular con radicado “2015-60”.

Expuso que en el aludido proceso “presenté incidente de desacato en la A popular # 2015-60, donde la juez NO se pronuncio por Estado, sino mediante memorial o solicitud” (sic).

Pidió, por tanto, que se ordene al juzgado “que resuelva mi desacato por ESTADO, dejando la acción a mi disposición a fin de que se me garantice el debido proceso, se ordene a la tutelada abstenerse de vulnerar nueva/ al debido proceso”





Se dispuso el trámite respectivo, del juzgado se solicitó copia de las diligencias relacionadas en la demanda y se ordenaron las citadas vinculaciones. 

El Juzgado remitió las copias pertinentes. 

  



CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad, en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, bajo la premisa principal de que el Juzgado omitió notificar por estado un auto que se profirió en la acción popular de marras.  





Se recuerda que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. 





Aquellos presupuestos generales se satisfacen, comoquiera que las quejas involucran el derecho al debido proceso; la actuación reprochada data del 27 de noviembre del año que avanza, la subsidiaridad debe darse por superada en consideración a que lo que se echa de menos es precisamente la falta de notificación por estado de una decisión, lo cual, por sí mismo, impediría el normal ejercicio de los recursos pertinentes contra aquella; si se advirtieran las irregularidades que endilga el demandante, incidirían en las decisiones de fondo; y no se trata de providencias dictadas dentro de otras acciones de tutela. 

Es viable, en consecuencia analizar si se da uno de aquellos supuestos especiales. 

Para tal efecto, se recuerda que en aquel asunto, con auto del 27 de noviembre anterior, previa solicitud del accionante tendiente a que se abriera un incidente de desacato, el Juzgado informó que no accedía a ello en consideración a que ya, con anterioridad, se había atendido la petición en el sentido de que se pudo corroborar el cumplimiento al fallo por parte de la entidad accionada; también hizo saber que la acción popular se encontraba archivada, motivo por el cual para, poder observarla, el interesado debía cancelar las expensas necesarias para su desarchivo. (f. 68)





No obstante cuando dicha decisión fue notificada, en el cuadro correspondiente solo se indicó en la columna de “proceso” la denominación “SOLICITUD”.




De ahí se tiene que, siguiendo de cerca la orientación jurisprudencial sobre el debido proceso, puede decirse, de entrada, que se advierte la incursión en un defecto procedimental
, en consideración a la desviación del procedimiento legalmente establecido, en lo que a la esencia de la notificación por estados se refiere.





Baste recordar que el artículo 295 del Código General del Proceso manda:





Las notificaciones de autos y sentencias que no deban hacerse de otra manera se cumplirán por medio de anotación en estados que elaborará el Secretario. La inserción en el estado se hará al día siguiente a la fecha de la providencia, y en él deberá constar:

1. La determinación de cada proceso por su clase.

2. La indicación de los nombres del demandante y el demandado, o de las personas interesadas en el proceso o diligencia. Si varias personas integran una parte bastará la designación de la primera de ellas añadiendo la expresión “y otros”.

3. La fecha de la providencia.

4. La fecha del estado y la firma del Secretario.

Basta la lectura del resaltado para concluir que el despacho se apartó de lo reglado en la norma transcrita, ya que en el estado No. 201 del 27 de noviembre de 2018, entre los procesos, es inexistente la acción popular radicada 2015-00060-00, simplemente, se reitera, se referencia “SOLICITUD”, demandante “JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA” y “PROV.” “26/nov/2018” (fls. 69). 

Corolario de lo expuesto es que en este caso se impone conceder el amparo en relación con la pretensión que tiende a que se notifique por estado la resolución a la solicitud que elevó el accionante el pasado 16 de noviembre del año que avanza (f. 67); en consecuencia, se ordenará al Juzgado que en un término perentorio materialice la notificación por estado del auto del 26 de noviembre último, de conformidad con las consideraciones aquí vertidas. 





Se declarará la improcedencia de la acción en lo que atañe con la pretensión para que deje a disposición del accionante la acción popular; habida cuenta de que esa petición no se ha puesto bajo la mirada de la jueza de la causa; y solo a partir de que la funcionaria se pronuncie sobre ese aspecto, podría empezar a analizarse, en sede constitucional, si su decisión lesiona algún derecho fundamental, ello de conformidad con lo reglado en el numeral 1° del artículo 6° del decreto 2591 del 1991.





Como no ha ocurrido de esa manera, es inviable que esta Corporación se anticipe a dicho criterio.





Se absolverá a los demás citados al trámite por no hallar de su parte vulneración alguna a los derechos fundamentales del actor. 





DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONCEDE el amparo solicitado por Javier Elías Arias Idárraga, en lo que tiene que ver con la pretensión cuyo fin es que (i) se notifique por estado la resolución a la solicitud que elevó el accionante el pasado 16 de noviembre del año que avanza dirigida contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira.

Como consecuencia de ello, se ordena al Juzgado accionado que en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este fallo, materialice la notificación por estado del auto del 27 de noviembre último, relacionado con la acción popular “2015-00060-00”, de conformidad con las consideraciones aquí vertidas. 

Se declara IMPROCEDENTE en lo demás. 

Se absuelve a los restantes intervinientes en este trámite.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


    DUBERNEY GRISALES HERRERA 








    Ausencia justificada

� Sentencia C-543-92


�  Sentencia T-667 de 2015





